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Torres, la Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores 

García.  

 

Flores García, Juez Ponente. 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

I 

 Comparece la parte peticionaria, la señora Sheila 

I. Acumulada Candelario, miembro de la población 

correccional, mediante una moción, solicitando la 

modificación de su sentencia, a los fines de extinguir 

sus penas de manera concurrente y no consecutiva.  

Según alega en su escrito, el 29 de enero de 

2003, a la peticionaria se le encontró culpable por 

dos cargos de asesinato en segundo grado. Se le 

sentenció a cumplir doce (12) años de prisión por uno 

de ellos y dieciocho (18) años en el otro, a cumplirse 

de manera consecutiva. 

 En ánimo de promover el “más justo y eficiente 

despacho” del asunto ante nuestra consideración, 

prescindimos de términos, escritos o procedimientos 

ulteriores. Regla (7)(B)(5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 7. 
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Hemos deliberados los méritos del recurso promovido, 

por lo que estamos en posición de adjudicarlo. 

Según se conoce, una persona adversamente 

afectada por una sentencia final en casos criminales 

emitida por un tribunal de primera instancia, puede 

presentar un recurso de apelación ante esta segunda 

instancia judicial dentro del término jurisdiccional 

de 30 días siguientes a la fecha de la notificación 

del dictamen por el foro primario. Regla 23 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII–B, R. 23. Véase además, Regla 193 de las de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 193. 

En este caso, la peticionaria solicita que 

modifiquemos su sentencia para que pueda extinguirla 

de manera concurrente y no consecutiva, según 

establecida por el foro primario. Por consiguiente, la 

peticionaria intenta impugnar una sentencia final y 

firme, dictada el 29 de enero de 2003. 

La peticionaria presentó este recurso 

aproximadamente trece (13) años con posterioridad a la 

notificación del dictamen del foro primario. Por 

consiguiente, acudió ante este foro apelativo fuera 

del término jurisdiccional de treinta (30) días, 

establecido por nuestro ordenamiento jurídico.
1
 

Por otro lado, la peticionaria no perfeccionó un 

recurso conforme a las exigencias que establecen 

nuestras reglas procesales, sino que meramente 

presentó una moción ante esta segunda instancia 

judicial.  

                                                 
1 Tampoco podemos considerar el presente recurso como un remedio 

post-sentencia, pues no surge del expediente que la peticionaria 

hubiese presentado una moción ante el foro primario a tales 

efectos. 
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Nuestras reglas procesales y reglamentarias 

exigen la presentación de un recurso dentro del 

término jurisdiccional y en cumplimiento con sus 

formalidades para colocar a esta segunda instancia 

judicial en posición de atender su reclamo. 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.2 (a).   

Según surge del exiguo expediente del presente 

caso, la parte peticionaria inobservó las exigencias 

procesales y reglamentarias relativas al 

perfeccionamiento de un recurso apelativo. La lacónica 

moción incumplió con las formalidades para la 

presentación del recurso, no presentó una relación de 

los hechos, no discutió los errores imputados al foro 

primario, como tampoco expuso el Derecho aplicable. El 

recurso no vino acompañado de su apéndice, de la 

determinación que recurre, como tampoco acreditó el 

formulario de notificación y la prueba de la 

notificación a las partes del caso.    

En Febles v. Román, 159 DPR 714, 722 (2003), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que “el hecho 

de que las partes comparezcan por derecho propio, por 

sí sólo, no justifica que incumplan con las reglas 

procesales”. El craso incumplimiento con el 

perfeccionamiento del recurso de apelación nos impide 

ejercer nuestra función revisora. 

La falta de jurisdicción no puede ser subsanada 

por las partes, ni por el propio tribunal. Martínez v. 

Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980); 

Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 782 (1976). A 

contrario sensu, los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción y tenemos la 

obligación de velar por que los recursos se 
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perfeccionen adecuadamente. Carattini v. Collazo 

Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003). El 

incumplimiento con el debido perfeccionamiento de un 

recurso acarrea la desestimación del mismo. Souffront 

et. al v. A.A.A., 164 DPR 663 (2005). Las partes, o el 

foro apelativo, no pueden soslayar injustificadamente 

el cumplimiento del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA, Ap. XXII-B. Morán v. Martí, 165 

DPR 356, 363-364 (2005). 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el auto de certiorari, por falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 


